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Sección doctrinal
La prescripción, según el Supremo

Nuestro eminente colaborador Sr. Canalejas ha
obtenido un triunfo, del cual se ocupa en la Sección
vanada el joven abogado Sr. Alonso Bayón, que
también nos favorece con su colaboración.

El Tribunal Supremo de Justicia ha explicado,
con su gran autoridad, cuándo principia, cómo se
cuenta y cuál es el término de la prescripción de la
acción penal ó del de.ito.

La doctrina que sienta es aplicable á todo lo
punible, cuya prescripción se marca en el Código
Penal, y es doctrina que ha de pesar en el ánimo
de los Tribunales forales en la aplicación de las
leyes.

Por esta razón trasladamos íntegros los consi-
derandos de la sentencia, que tiene la fecha de 5 de
Febrero de 1907:

«Considerando que, con arreglo al art. 133 del
Código Penal, el término de la prescripción dé la
acción penal ó del delito principia á correr desde el
día en que éste se cometa, siendo conocido, ó en
otro caso, desde que se descubra y empiecen á ins-
truirse diligencias judiciales para su averiguación y
castigo, y se interrumpe (vocablo que no se usa en
sentido léxico, sino en el que le atribuye la doctri-
na de los tratadistas y la jurisprudencia de esta
Sala, que vale tanto como suprimir, anular ó dejar
sin efecto el tiempo transcurrido anteriormente)
desde que el procedimiento se dirija contra el cul-
pable; reglas de derecho que no deben interpretar-
se con criterio restrictivo, dada la raturaleza de
esa institución, que concuerda con los fines de la
pena y con el resultado deprimente que la acción
del tiempo ejerce en la conciencia social, perturba-
da por el delito, como en todo lo que es humano,
hasta llegar á borrarlo del recuerdo délos hombres,
haciéndole perder toda actualidad para convertirle
en hecho pasado, sometido cuando más á la crítica
de la Historia.

«Considerando que en el caso actual, aunque se
admitiera que el delito quedó oculto él día de su
perpetración y los subsiguientes, durante los cuales
se instruyeron diligencias para averiguar el parade-
ro del''interfecto, es indudable que hubo, de cono-
cerse, produciéndose al ser descubierto la consi-
guiente alarma en la opinión, cuando por excitación
de la Fiscalía de este Tribunal Supremo se levan-
tó la suspensión antes decretada, y en las nuevas
diligencias sumariales se dirigió el procedimiento
contra los tres procesados, como presuntos autores
de la muerte de José Martínez de la Cámara, y par-
tiendo de tal supuesto, es indudable también que
desde que se dictó el nuevo auto de sobreseimiento
provisional, en 31 de Octubre de 1884, debe com-
putarse el plazo de la prescripción.

¡¡Considerando que este plazo continuó sin es-
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torbo legal alguno hasta el 14 de Abril de 1906, en
que se abrió por última vez el proceso á que puso
término la sentencia recurrida, transcurriendo en-
tre ambas fechas con exceso el plazo de veinte años
que para la extinción de la responsabilidad penal
requiere el art. 133 del Código, cuando se trata de
delitos á que el mismo señale penas de muerte ó ca-
dena perpetua, solas ó en conjunción con otra, por
que ni las diligencias que se incoaron en 18 de Ju-
nio de 1888 en virtud de denuncia de unos reclu-
sos en el penal de Ocaña tuvieron la eficacia de
interrumpir aquel plazo, ya que en ellas no se diri-
gió el procedimiento contra los recurrentes, ni es
admisible la teoría sustentada por la Sala senten-
ciadora de que el procesamiento decretado en 1883
subsistiera después del auto de 31 de Octubre del
año siguiente, porque el sobreseimento, lo mismo
el libre que el que no lo es, pone término al proce-
dimiento penal por lo que respecta á sus efectos en
la persona del sumariado, pues por ministerio del
mismo recobra éste su libertad, si estuviere preso;
su libertad provisional, si no lo estuviere; se con-
vierte en definitiva, cesando la obligación de pre-
sentarse periódicamente ante el juez instructor; se
cancelan las fianzas y embargos, y, en suma, su si-
tuación legal es idéntica á la de los demás ciudada-

^nos, y siendo esto así, es inconcuso que desde el
momento en gue aquel proveído se pronuncia y ad-
quiere la relativa firmeza que le es característica,
el procesamiento queda ipso facto anulado, no sólo
porque sería anómalo que subsistiera cuando Jas
consecuencias del mismo desaparecen, sino tam-
bién, lo que sería más grave, porque su permanen

, cia indefinida pugnaría con los principios que in-
forman la ley de Enjuiciamiento criminal y con los
que sirven de base ó fundamento á la prescripción
misma, porque una vez procesado un individuo
contra el cual ó en favor del cual no se hubiera dic-
tado pronunciamiento definitivo, bastaría para im-
pedir la prescripción cualquiera diligencia suma-
rial que se practicase antes del cumplimiento del
plazo que le integra, y el sobreseimiento provisio
nal sería para él equivalente á la absolución de la
sentencia abolida por la vigente ley de Enjuicia-
miento.

«Considerando, por lo expuesto, que la Sala
sentenciadora, al desestimar la excepción de pres •
cripción propuesta como artículo de previo pronun-
ciamiento, y reproducida después en el acto del jui-
cio, ha incurrido en el error de derecho que le im-
putan los recurrentes é infringido, por su errónea
interpretación, el art. 133 del Código penal.»

Después de revocar y anular la sentencia, dictó la
que sigue: \

«Fallamos: Que debemos absolver y absolvemos á
Joaquina Jiménez Pareja, Francisco Borja Castillo
y Antonio Rodríguez Salamanca, declarando de ofi-
cio las costas de la causa, y líbrese orden á la Au-
diencia de Sevilla para que sean puestos en libertad si
no estuvieran sujetos á prisión por otro procedi-
miento.»

Las indicaciones de nuestros amigos y la experien-
cia, nos van señalando modificaciones de fondo y forma.

Entre éstas se halla el separar en asuntos de juris-
prudencia ó legislativos lo que san antecedentes, de lo
que es doctrina^ de la resolución.

En cuanto al fondo, por las consultas que recibimos
y que privadamente contestamos y por las que guarda-
mos en cartera para después del i.° de Abril, compren-
demos que conviene divulgar algunas acordadas del
Consejo Supremo de Guerra y Marina que en forma
de Real orden se comunican á los interesados, pues és-
tas exponen el criterio del Alto cuerpo en asuntos que
vienen á formar doctrina.

Con esta publicación damos guía á los que se en-
cuentren en casos semejantes, para que sepan á qué ate-
nerse.

Los índices completos que publicaremos, facilitarán
la consulta á los suscriptores, y nosotros, en atención á
Jos abonados á la Sección Jurídica, formaremos un
Bureau, en el cual figurarán todas las resoluciones que
pueden servir de base para apoyo de sus pretensiones,
con objeto de que las citen al reclamar un derecho.

Sección de t»efot»mas

Más sobre el artículo 175.

URGE SU REFORMA

Entre las varias innovaciones introducidas por
la ley 3 de Enero del año anterior, Gaceta del 11,
tan sólo habré de hacer mención de las que afectan
á los artículos 433 y 531 del Código penal, por ser
los únicos que han de servir de base á las ideas y
reflexiones que voy á permitirme exponer brevemen-
te en estos mal hilvanados renglones.

Por virtud de las alteraciones indicadas, han pa-
sado á formar parte del catálogo de faltas compren-
didas en el libro tercero de ese Código, así las lesio-
nes que tarden en curar menos de quince días, como
los hurtos en cantidad que no llegue á diez pesetas,
salvo, en cuanto á estos últimos; determinadas ex-



GACETA JURÍDICA DE GUERRA Y MARINA 35

cepejones de reincidencia, y consecuentemente á tan
radical mudanza, han sido ampliados los arts. 602 y
603, concordantes de los dos preceptos legales antes
indicados.

No creo de mi incumbencia investigar si las va-
riaciones apuntadas están ó no completamente de
acuerdo con los clamores de ía pública opinión, ni
menos detenerme á enumerar las comodidades y be •
neficios que con ellas reportan los diferentes cen
tros judiciales del orden común, pues todo eso nada
útil puede ofrecer, dada la índole de estos apuntes,
y más bien parece debe ser examinado por los que
dediquen sus iniciativas y aficiones á ocuparse de la
administración de justicia en general.

Nosotros, mucho más modestos en nuestras as-
piraciones, sólo hemos de parar mientes en los efec-
tos que tal estado de cosas puedan producir al en-
carnar en la jurisdicción castrense, objeto de nues-
tros constantes desvelos, por obligación, por hábito
y por corriente irresistible de especial vocación
hacia la entidad Ejército.

Y que esos efectos son ó pueden ser más hondos
de lo que á primera vista parece, se comprende,
desde luego, si se tiene en cuenta que merced á la
ley de 3 de Enero, los Juzgados municipales han
visto notablemente ensanchada su peculiar esfera
de acción, pues desde esa fecha tienen atribuciones
para conocer, por los sencillos trámites del juicio
de faltas, de ciertos hechos punibles sustraídos á la
competencia de los orales; privilegios que han de
afirmar y defender frente á las jurisdicciones especia-
les, las que, por su parte, tendrán que plantear, des-
arrollar y sostener los conflictos que con aquellos se
promuevan, sobre la frágil base de faltas, y en esto
estriba el mayor peligro, pues sabida es la tenden -
cia que viene observándose en la decisión de las
cuestiones de competencia suscitadas por hachos de
esta índole, de restringir todo cuanto es posible la
ingerencia de autoridades judiciales de Guerra y
Marina en el castigo de faltas, aun cometidas por
aforados, si aquellos no obstentan carácter esen -
cialmente militar, á pesar de lo establecido en la úl
tima parte del art. 335 del Código de Justicia, que
por su claridad, sencillez y precisión, no ha dado
nunca lugar á dudas.

Una vez aceptada la tan repetida ley de 3 de
Enero sin distingos ni salvedades, forzoso será, si
no se quiere incurrir en la nota de inconsecuente,
que las lesiones y los hurtos á que aquella se refie-
re, pero realizados con las condiciones que enume-
ra en sus dos primeras reglas el art. 175 del Código
de justicia, pierdan ipso jacto su cualidad de delitos

para descender á la modesta categoría de faltas, y
esta profuada y radical reforma, ¿puede ser defen-
dible en buenos principios militares?

Contesten á esta pregunta, con la mano puesta
sobre el corazón, todos los que forman parte de la
gran familia. Por lo que á mí toca, confieso inge-
nuamente que no puedo adaptar mi pobre criterio
á mutación tan inusitada, pues entiendo que no es
lo mismo delinquir en la vía pública ó en el interior
de una casa particular, que dentro del cuartel, con
mengua de las consideraciones y respetos que siem-
pre, y en todas ocasiones, deben guardarse al supe-
rior, ó que valerse, para conseguir el mal propósito,
de las ventajas é impunidades que proporciona,
muchas veces, el cumplimiento de un servicio de
armas; en todos estos casos peligra gravísimamen-
te la disciplina, y ello explica y justifica, aparte
otros razonamientos, la saludable agravación con
que la ley castiga los actos criminosos realizados
en tales condiciones, severidad que, fur.dada en prin-
cipios imprescindibles para la vida normal del Ejér-
cito, no encajan poco ni mucho dentro de los mol-
des más amplios en que descansa la sociedad civil.

Por eso, los verdaderos amantes de la colec-
tividad armada seguramente habrán recibido, con
la más viva y profunda simpatía, las medidas salva-
doras adoptadas en Real orden de 1.® Agosto, tam-
bién del año último, para conjurar los peligros á
que antes aludíamos, pues advierte, bien esplícita-
mente por cierto, que la ley de 3 de Enero no ha
derogado el art. 175, que continúa vigente en toda
su integridad, reservando la aplicación de aquella
para cuando no concurran los requisitos de este úl-
timo precepto, y recuerda, de paso, velando por la
buena doctrina, la obligación de mantener la com-
petencia del fuero de Guerra acerca del conocimien-
to de las nuevas faltas, si fuesen cometidas por mi-
litares.

Mucho se ha adelantado con la publicación de
esa Real orden; indiscutibles su espíritu de justicia
al sacar á flote los' principios fundamentales de la
institución armada; pero aun así y todo, creemos
debe avanzarse otro paso para entrar, /alga la fra
se, en terreno más firme, porque, a! fin y al cabo,
los que siempre andan á caza de argumsntos sofís-
ticos que esgrimir contra lo que ellos apellidan pri-
vilegios del Ejército, no tienen necesidad de pensar
mucho para apreciar, con arreglo al art. 5.0 del
Código civil, hasta dónde puede llegar una Real or-
den frente á una ley, y esto, que á primera vista
parece suspicaz recelo de espíritu apocado, puede
constituir grave obstáculo en la práctica, si á tiem-
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po no se combate con enérgicos y adecuados reme-
dios.

Urge, pues, pronta reforma en punto tan im-
portante para el porvenir de la justicia militar, y
para conseguir resultado positivo, basta, á mi jui-
cio, modificar el repetido art. 175 en el sentido de
eliminar de él toda clase de referencias al Código
penal, y establecer penas apropiadas para cada una
de las infracciones que contiene, convirtiéndolas,
por la. juerza de las circunstancias, no obstante su
filiación común, en delitos de índole militar.

Esta innovación echaría por tierra el castillo de
naipes levantado por los enemigos del fuero militar,
y produciría, además, la no despreciable ventaja de
cerrar las puertas á las interpretaciones diversas,
de que aun hoy, á pesar del tiempo transcurrido
desde la publicación del Código, es objeto en la
práctica el referido art. 175, apoyados en la también
distinta jurisprudencia que mereció su estudio al
Consejo Supremo de Guerra y Marina.

Santa Cruz de Tenerife, 29 de Entro de 19C8.

ISIDRO DE TORRECILLA,
Teniente auditor de la Capitanía general de Canarias.

Sección de jurisprudencia

Tribunal Supremo de Justicia.
COMPETENCIAS

Falsedad. — Reconocimiento. ( S. 26-9900, Gace-
ta 9-10-900.)

ANTECEDENTES.—Denunciada la sustracción de
unas redes, se practicó reconocimiento en una casa

.por la Guardia civil y testigos, y se extendió dili-
gencia, en la que se consignó que José Domínguez
Devesa, supuesto hurtador, no estaba en su casa, y
que en ella se encontraron una pieza de red y otras
particulares.

La jurisdicción ordinaria requirió la inhibición
limitada á la causa sobre falsedad del reconoci-
miento antedicho.

Se declaró que el conocimiento de la falsedad
sobre que versa la competencia, corresponde á la
jurisdicción ordinaria, fundándose en los siguientes

DOCTRINA.— Considerandos:
i.° Que por haber desistido la jurisdicción or-

dinaria de su requerimiento á la de Marina, en cuan-
to á la sustracción de redes, por razón del lugar en
que parece se cometió, la resolución del conflicto
sostenido ha de limitarse á la determinación de la
competencia sobre la falsedad que se indica conte-
ner la diligencia de reconocimiento de la casa del
presunto autor del hurto, á causa de negarse, sin
verdad, en la actuación, la presencia de esta per-
sona.

2." Que de este hecho no corresponde conocer

á la jurisdicción de Marina, por virtud de lo dis-
puesto en el art. 20 de la ley de organización y atri-
buciones de sus Tribunales, porque al realizarse,
que es el momento atendible para el caso, no cons-
tituyó incidencia ni derivación ó consecuencia de
causa ó procedimiento militares preexistentes, sino
que tuvo lugar en auto, de que la jurisdicción ordi-
naria conocía, y por cuya inhibición pasaron des
pues á la de Marina.

3.0 Que el delito de falsedad que se supone, no
se ha cometido en documento público de los usados
por jefes, autoridades ó dependencias de la Marina,
y, por tanto, su conocimiento corresponde á la ju-
risdicción común, no sólo en virtud de la regla ge-
neral que en lo no previsto señala la preferencia de
la ordinaria sobre las especiales, sino por lo dis-
puesto en el núm. 3.0 del a«fe, 12 de la ley citada,
que en casos como el presente somete á ella hasta
á los aforados, y en razón también á la doctrina
en que se inspiran los arts'. 17, 18 y 19 de la mis-
ma ley, porque en caso de conexidad, aun prescin-
diendo de la mayor gravedad del delito de falsedad,
en relación con el de hurto, á los jueces ordina-
rios pertenecía el derecho de juzgar aquél, por lo
menos.

4.0 Que si actos imputables al juez municipal
en el ejercicio de sus funciones y á los guardias ci-
viles y testigos de la diligencia, ya procesados por
la jurisdicción de Marina, pudieran estimarse como
de encubrimiento del hurto, esa responsabilidad se-
ría independiente de la contienda por lo consignado
en el acta, que es en donde se señala la materia de
la falsedad, delito que sin inconveniente jurídico
puede juzgarse con separación del de hurto.

Atentado.—Alumno militar.—Art. 5.° del C. de i . M.
(S. 13-10-900, Gaceta 18-11-900.)

ANTECEDENTES.—Un alumno de Artillería, ves-
tido de paisano, provocó una cuestión en una casa,
y cuando se presentaron los serenos, se resistió á
salir, tirándose al suelo y golpeando, incidental-
mente, con una guitarra, á uno de los serenos.

Entablada competencia, se resolvió á favor de
la jurisdicción de Guerra.

DOCTRINA.—Considerando que conforme á lo
que dispone el art. 5.0 del Código de Justicia mili-
tar, la jurisdicción de Guerra es la competente para
conocer, por razón de las personas responsables, de
las causas que se instruyan por toda clase de deli-
tos cometidos por militares, salvo los exceptuados
por el art. 13 del mismo Código, y teniendo don
Juan Palop el carácter de militar, por pertenecer á
una de las Academias militares, que son considera^
das como cuadros orgánicos para todos los efectos
de la Ley Constitutiva del Ejército, y no siendo, por
otra parte, los actos ejecutados por el Palop deter
minantes del delito de atentado á la autoridad, sino
á un agente de ésta, que no está exceptuado por el
citado artículo 13, á la jurisdicción de Guerra co-
rresponde conocer de la presente causa.
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Atentado.— Desacato. (S. 15-10-0/00, Gaceta de
18-11-900.)

ANTECEDENTES.—Dos cabos de mar conducían
un preso. Tres hombres salieron al encuentro y se
trabó riña. El alcalde de Ayamonte, que pasó en
aquel momento por el lugar del suceso, ordenó á
dos guardias municipales que detuvieran al preso
y á un hermano de él. Se opuso un cabo por ser él el
encargado de conducir al primero á la Comandancia
de Marina. El alcalde dispuso entonces la detención
del cabo y conducción á la cárcel, afirmándose por
unos que opuso resistencia y maltrató al guardia y
al alcalde, negándolo otros; pero sí resulta que el
cabo padeció contusiones en la cara de la bofetada
que le pegó un guardia.

DOCTRINA.—Considerando que, aunque el cabo
de mar Francisco Ramos está comprendido, por
razón de su persona, en el art. 5.0 de la ley de or-
ganización y atribuciones de los Tribunales de Ma-
rina, con arreglo á lo dispuesto en el art. 12, nú-
mero i.°, de la dicha ley, la jurisdicción ordinaria es
la competente para conocer de los hechos ocurridos
en el muelle de Ayamonte entre el alcalde y los
agentes á sus órdenes y el dicho cabo de mar, por
denunciarse un hecho que reviste los caracteres del
delito de atentado y desacato á una autoridad que
no es de Marina, sin que pueda tenerse en cuenta
la mayor ó menor prueba que resulte de lo actuado
hasta el presente, puesto que las competencias se
resuelven por la clase del delito que se denuncia y
ha de ser objeto de la averiguación judicial, sin per-
juicio del resultado que ofrezcan las ulteriores inves-
tigaciones;

Considerando que, sea cual sea la responsabili*
dad en que por tales hechos haya incurrido el al-
calde de Ayamonte, la jurisdicción ordinaria es la
competente para juzgarle, pues el alcalde, ni por su
persona, ni por razón del delito ni del lugar en que
éste se ha cometido, está sujeto á la jurisdicción de
Marina.

RESOLUCIÓN.—Se declaró que el conocimiento de
la causa correspondía á la jurisdicción ordinaria.

Hurto.—Estado de guerra (S. 10 11 900, Gaceta
del 18.)

ANTEDEDENTES. — En 21 de Enero de 1896 co-
metió un delito de hurto de leñas Juan Francisco
Martínez Moya y le instruyó sumaria el juzgado or-
dinario. Ingresó en caja como quinto en 21 de Sep-
tiembre de 1895 y en el regimiento de Almansa el
30 de Octubre siguiente, pasando luego á Cuba.

DOCTRINA.—Considerando que la circunstan-
cia de hallarse en estado de guerra parte del territo-
rio nacional y haber sido por esta razón llamado á
filas el soldado Juan Francisco Martínez Moya, que
sin goce de haber estaba separado de ellas, y contra
el cual seguía causa por delito común de hurto la
jurisdicción ordinaria, obligó á éste, en cumplimien-
to á lo dispuesto en el art. 20 del Código de Justi-
cia militar, á inhibirse de su conocimiento en favor

de la de guerra, no obstante tratarse de un delito
que no era militar y en el que normalmente debía
entender aquélla, según lo dispuesto en el art. 6." de
dicho Código;

Considerando que, si en esa situación excepcio-
nal, creada en beneficio de intereses del Ejército, la
autoridad militar pudo continuar y terminar la cau-
sa con indudable competencia, cambiada aquélla y
vuelto el soldado procesado á la que antes tenía, es
lógica consecuencia de lo extraordinario del caso,
que, como entiende el capitán general de Cataluña,
vuelva el proceso, que no se ha terminado, á la ju-
risdicción ordinaria de la propia manera que al ce-
sar el estado de guerra vuelven á conocimiento de
los jueces ordinarios causas que durante tal estado
y por él estuvieron sometidos á la militar, ya que
el citado art. 20 no tiene disposición contraria, por
deber entenderse que la competencia que para la
terminación de las causas á que alude otorga á la
jurisdicción militar se refiere á la persistencia del
estado que determinó dicha competencia;

Considerando que, hallándose la causa en perio-
do de acusación y el procesado comprendido en el
art. ó.° y no en el 5.0 del Código de Justicia militar,
debe conocer de ella la Audiencia de Castellón.

RESOLUCIÓN.—Se declaró que la competencia co-
rresponde á la jurisdicción ordinaria.

Tribunal Contencioso-Administrativo

-Incompetencia. (S. 4 1-01, GaCruces pensionadas. -
ceta 8 4-02.)

. ANTECEDENTES.—En Enero de 1899 se dictó
una resolución del capitán general de Madrid, tras-
ladada al capitán de Artillería D. Aurelio Capilla,
declarando que tenía derecho al percibo de las pen-
siones de sus cruces, no obstante estar de supernu-
merario.

El 7 de Junio de 1899 se dictó una Real orden
circular negando esas pensiones á los que estuviesen
en esa situación.

Contra esa resolución entabló la demanda el se-
ñor Capilla.

DOCTRINA.—Considerando que la Real orden
circular expedida por el Ministerio de la Guerra en
7 de Junio de 1889, en cuanto dispone que los ofi-
ciales generales y particulares y sus asimilados de-
jen de percibir las pensiones de las cruces del Mé-
rito Militar de que estén en posesión mientras sir-
van en otras carreras del Estado ó se hallen en si-
tuación de supernumerarios sin sueldo, es sin duda
de carácter general y fue dictada en ei ejercicio de
la potestad reglamentaria para aclarar las dudas
que ofrecía ó modificar las prescripciones del regla-
mento de la Orden del Mérito Militar, aprobado por
otra Real orden circular de 30 de Diciembre
de 1899;

Considerando que el hecho de que el teniente
coronel primer jefe del primer depósito de reserva
de Artillería diera traslado de aquella Real orden á
D. Aurelio Capilla, no le priva ni puede privarle de
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su carácter general, ni tuvo otro propósito que el
de hacer saber al interesado que, á virtud de lo que
la Real orden disponía, se mandaba al habilitado que
aquél fuera baja en la respectiva nómina de cruces;

Considerando que el art. 3.0 de la ley orgánica
de esta jurisdicción no autoriza la interposición del
recurso contra resoluciones de carácter general,
sino contra los de índole particular que, al aplicar
las de carácter general en casos concretos, lesionen
derechos particulares constituidos á virtud de una
ley cuando ésta resulte infringida por la disposición
de carácter general;

Considerando que, por impugnar D. Aurelio
Capilla, no la resolución que aplique á un caso con-
creto la Real orden circular de 7 de Junio de 1899,
sino esta misma Real orden, es de estimar la excep
ción de incompetencia propuesta por el Fiscal;

RESOLUCIÓN —Se declaró que la jurisdicción con-
tencioso-administrativa carece de competencia.

Consejo Supremo de Guerra y ¡Marina
GUERRA

Robos. (S. 18-3-07.)
ANTECEDENTES.—Un soldado de la brigada sa-

nitaria, en situación de reserva activa, en siete no-
ches distintas escaló la muralla del Hospital Militar
de Carabanchel, penetró en el edificio, violentó can-
dados y se apoderó cada noche de un colchón y di-
versos efectos de cama, vendiéndolos luego á trape-
ros ambulantes, Cuando intentaba el octavo delito,
fue detenido.

DOCTRINA.—Considerando que los hechos acre
ditados en los autos constituyen siete delitos de
robo consumados y uno en grado de tentativa, sin
armas, en lugar habitado, en cantidad inferior á 500
pesetas, previsto y penado en él último párrafo del
art. 521 del Código Penal común, de cuyos delitos
aparece responsable, en concepto de autor, el proce-
sado J. C. G., concurriendo la circunstancia agra-
vante de nocturnidad buscada de propósito.

Se condenó, Uniendo en cuenta lo dispuesto en la re
gla 2.a del art. §g del citado cuerpo legal, por cada
uno de los tres delitos de robo que pueden penarse, á la
pena de tres años, seis meses y veintiún días de presidio
correccional, accesorias y responsabilidad civil.

Hurto doméstico. (S. 24 6-07.)
ANTECEDENTES.—Por hurto doméstico menor

de 10 pesetas condenó un Consejo de Guerra á
A. A. G. á seis meses y un día de presidio correc-
cional.

La autoridad judicial, aun considerando que fue
el delito de hurto de un chaleco y no de un traje,
que hacía el hurto superior á 10 pesetas, opinó que
debía imponérsele un año y un día á un año y ocho
meses de presidio correccional, que es el grado me-
dio de la pena superior correspondiente al delito de
hurto, en atención á ser el hurto doméstico.

DOCTRINA.—Considerando que de las diligen-
cias practicadas resulta probada la comisión de un

delito de hurto doméstico en cantidad mayor de
10 pesetas y menor de 100, prevista y penada en
los arts. 531, caso 4.0, en relación con el 530 y
caso 2.0 del 533 del Código Penal ordinario, de cuyo
delito aparece responsable, en concepto de autor, el
procesado A. A. G.»

Se condenó d A. A. G. d dos años, cuatro meses y
un día de presidio correccional y accesorias.

Lesiones.—Reincidencia -Menor de dieciocho años.
(S. 1-7-07.)
ANTECEDENTES —Por cuestiones de vecindad

riñeron varias mujeres en Ceuta. Dos de ellas se
causaron lesiones una á otra,t tardando en curarse
veinte días una y veintitrés la otra, sin quedar de-
formes ni impedidas para el trabajo.

DOCTRINA.—Considerando que los hechos de
autos constituyen dos delitos consumados de lesio-
nes menos graves, previstas y penadas en el ar
tículo 433 del Código Penal, apareciendo responsa-
bles, en concepto de autoras, A. C. G. de las causa-
das á F. M. M., y ésta de las producidas á la pri-
mera, siendo de apreciar en cuanto á F. M. la cir-
cunstancia agravante de reincidencia; y respecto á
A. C. la circunstancia de ser menor de dieciocho
años, con arreglo á lo prevenido en el art. 86.»

Se condenó á F. M. M. á cuatro meses y un día
de arresto y accesorias y d A. C. G. d 100 pesetas de
multa.

Hurto. (S. 1 7 07.)
DOCTRINA.—Considerando que de autos resulta

probado que el paisano F. J. B. se apoderó de la
tercerola Mauser que usaba J. S. G., carabinero
que prestaba sus servicios en el puesto del Cachón,
en ocasión de hallarse dado de baja dicho carabine-
ro, cuyo hecho es constitutivo de un delito de hur-
to en cantidad de 66,50 pesetas, previsto y penado
en el núm. i.° del art. 530 en relación con el nú
mero 4.0 del art. 531 del Código Penal, sin que sean
de apreciar circunstancias modificativas de la res
ponsabilidad.

Se condenó d dos meses y un día de arresto mayor
y accesorias.

Desobediencia.—Insulto á superior.—Abuso de autori-
dad (S. 4-7-07 j
ANTECEDENTES—Hallándose de cuartelero el

soldado J. M. C , se le acercó el cabo C. N. G. y le
mandó que sacara arquillas de la compañía, contes-
tando aquél que no podía por estar de cuartelero,
pegándole el cabo entonces una bofetada, y al ir á
darle otra, se levantó M., poniendo los brazos delan-
te para que no le pegara.

DOCTRINA.—Considerando que se ha probado
en esta causa que el soldado J. M C. incurrió en
delito de desobediencia, negándose á cumplir la or-
den dada por el. cabo C. N. G., acreditándose en
autos que no cometió insulto de obra á superior
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revolviéndose contra dicha clase, á pesar de que
éste le pegó.»

Se condenó al soldado, como autor del delito de des
obediencia, á la pena de seis meses y un día de prisión
militar correccional. Se le absuelve del delito de insulto
á superior.

Se devolvió la causa con testimonio del fallo al
Gobernador Militar de Melilla para su ejecución, y
que resuelva lo procedente respecto á la llamada de
atención por el Consejo de guerra sobre la conduc-
ta del cabo.

Insulto á fuerza armada.—Embriaguez. (S. 30-9-07.)

DOCTRINA.— Considerando que existe prueba
suficiente de que el paisano J. H. M., al ser deteni-
do y conducido á la Delegación de Vigilancia por
el guardia civil M. T. R. en la tarde del día 30 de
Julio de 1906, á consecuencia de haber cometido
una infracción reglamentaria en el tranvía de la
Prosperidad al barrio de Salamanca, de esta corte,
y después de salir del referido centro, insultó de pa-
labra al guardia con expresiones tales como la de
«los Guardias civiles son unos canallas», corrobo-
rada por el guardia de Seguridad A. R. G., testi-
go presencial que la oyó proferir al H."

Considerando que la circunstancia de estar em-
briagado el H. y la de ia poca trascendencia delhe-
cho de autos, aconsejan la imposición de la pena
señalada al delito en su menor extensión.

Se condenó al paisano, como autor de insulso de pa
labra á fuerza armada, á la pena de seis meses y un día
de prisión correccional y accesorias.

Abandono de servicio de armas.—Contrabando. {Sen-
tencia 2-10-07.)
ANTECEDENTES —Supo un cabo de Carabineros

que se había hecho un alijo de tabaco apresado por
agentes de la Compañía Arrendataria. No halló el
cabo á los procesados, que formaban la pareja en-
cargada de vigilar aquella costa.

DOCTRINA.—Considerando que se ha probado
en los autos que los procesados carabineros J. F. M.
y M. M. S. abandonaron el servicio de armas que
les estaba encomendado, cometiendo el F., como
jefe de la pareja, un delito penado en el párrafo 3."
del art. 271 en relación con el párrafo siguiente del
mismo artículo, y el M. un delito penado en el nú-
mero 3.0 del art. 272, ambos del Código de Justicia
Militar.

Se condenó al primero, á dos años, y al segundo, á
uno de prisión correccional y accesorias,

ciente prueba en esta causa para establecer el hecho
de haber incurrido el paisano P. P. S. sn delito de
insulto á fuerza armada, de que fue deninciado por
los guardias civiles P. S. G. y A. G. M.

Se absolvió al paisano P. P. S.

Insulto á fuerza armada.—Pruebas (Falta de). {Sen-
tencia 15-10-07.)
ANTECEDENTES.—-Una pareja de la Guardia ci

vil denunció á P. P. S. por insultos. En las decla-
raciones cayeron en contradicción los guardias, y la
única testigo (vivía con él) negó, como el procesa-
do, lo que decían los guardias.

DOCTRINA.—Considerando que no existe sufi-

Homicidio.—Imprudsncia temeraria.—Disparo de
arma. {S. 28-10 07.)
ANTECEDENTES.—Los hermanos J. y J. G. S.

habían salido de la plaza de Ceuta, y encontraron
al moro procesado, que á la sazón se dirigía á con-
ducir en una muía cierta cantidad de cebada, y al
indicarle el interfecto si no había de ir con él á la
pesca del boquerón, le hubo de contestar afirmati-
vamente que lo efectuaría cuando lo hubiere, y al
referirse aquél luego al arma de que el moro iba
provisto, y si era Mauser, éste, alardeando de las
condiciones de su fusil, se lo echó á la cara, se
produjo un disparo y el J. G. S. fue herido de
muerte.

DOCTRINA.— Considerando que los buenos an-
tecedentes personales del procesado moro C. M. S.
(a) C , las frases «he matado á J., que era lo mismo
que matar á mi padre, por haberme criado con él»,
que pronunció al ser detenido, así como la circuns-
tancia de estar el fusil engrasado con exceso, hacen
presumible lo manifestado por él, de haberse pro-
ducido casualmente el disparo que ocasionó la
muerte del paisano J. G., sin que por otra parte
aparezca prueba de que existiera anteriormente en
el moro el menor propósito de causar daño al in-
terfecto, sin que precediera cuestión alguna al hecho
de autos. .

Considerando, por tanto, que el citado hecho
no reviste el grado de malicia necesaria para esti-
mar lo ejecutado voluntaria é intencionadamente,
y que, en su consecuencia, debe calificarse como
constitutivo de un delito de homicidio por impru-
dencia temeraria, previsto y penado en el art. 581
del Código Penal ordinario, del que es responsable
el C. M. en concepto de autor.

Se condenó al moro á dos años de prisión correccio-
nal y accesorias.

Hurtos.—Enajenaciones. — Municiones. (S. 4 11-07.)

ANTECEDENTES.—El Guardia civil M. T. V.
abrió el baúl de otro guardia con una lave, y sacó
objetos que empeñó, lo cual realizó en otra ocasión,
no determinándose si estaba ó no abierto el baúl;
en una tercera entró en el repuesto del escuadrón,
notándose ligeras violencias en la puerta. También
empeñó el revólver para su servicio.

DOCTRINA.—Considerando que los hechos pro-
bados en esta causa constituyen un delito consu-
mado de hurto en cantidad de 13 pesetas, cometido
en edificio militar, previsto y penado en el caso 4.0

del art. 531 del Código Penal y art. 175 del de
Justicia Militar; otro de delitos de hurto, también
consumado, en cantidad inferior á 10 pesetas, pre-
vistos en el núm. 5.0 del citado art. 531 del Código
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Penal y 175 del de Justicia Militar, y una falta leve
de enajenar efectos de munición, cuyo valor no ex-
cede de 5 pesetas, y se castiga en el 2." párrafo del
art. 337 del mencionado Código de Justicia Mi-
litar.

Considerando que de estos delitos y falta es
responsable, en concepto de autor, el procesado
guardia civil M. T. V., sin que sean de apreciar
otras circunstancias modificativas de responsa-
bilidad.

Se condenó al guardia como autor del hurto en
cuartel, en cantidad de 12 pesetas, d seis meses y un día.
También á cuatro meses y un día por cada uno de los dos
hurtos,y al pago de las cantidades percibidas por el em-
peño correspondiente y accesorias.

Secuestro. —Rescate. —Oespoblado. — Cuadrilla.
(S. 6-11 07.)
ANTECEDENTES. —-Seis individuos secuestraron

á D. F. M., y uno de ellos, cuando IKgó el precio
del rescate (36.150 pesetas), lo recogió, fugándose
con la cantidad, y continuando en rebeldía, así
como otros dos, y sólo fueron presos tres.

DOCTRINA.—Considerando que los hechos de
autos son constitutivos de un delito de secuestro,
previsto en el art. 2° de la ley de 8 de Enero de
1877, cometido en la persona de D. F. M., que fue
detenido bajo rescate y por más de un día, de cuyo
delito son responsables, en concepto de autores,
los procesados B. R. D., I. O. P. y S. C. V., sien-
do de apreciar, además de la mencionada circuns-
tancia agravante de haber sido detenido el secues-
trado bajo rescate y por más de un día, la también
agravante de haber ejecutado el hecho en despo-
blado y en cuadrilla, comprendido en el núm. 15
del art. 10 del Código Penal.

Se condenó á los procesados á la pena de muerte.

Deserción.—Faltas graves.—Reincidencia. {Sentencia
7-11-07.)
ANTECEDENTES.—I. G. B., menor de dieciocho

años y mayor de quince, fue corregido por cuatro
faltas graves, dos de primera deserción simple, y
otras dos de enajenación de prendas. Desertó por
tercera vez, y por tercera vez distrajo prendas va-
loradas en más de 5 y menos de 50 pesetas.

DOCTRINA.—Considerando que los hechos pro-
bados en esta causa constituyen un delito de deser-
ción simple y otro de reincidencia en faltas graves,
previstos y penados con prisión correccional en los
artículo's 286, 287 y 308 del Código de Justicia Mi-
litar, de los cuales es responsable, en concepto de
autor, el procesado corneta I. G. B., siendo de
apreciar la circunstancia atenuante de ser menor
de dieciocho años y mayor de quince cuando rea-
lizó los hechos punibles.

Considerando que en virtud á lo prevenido en los
artículos 211 y 214del citado Código de Justicia Mi-
litar, dicha pena de prisión correccional debe reba-
jarse á la inmediatamente inferior á la señalada al

delito, é imponer en este caso el arresto militar
en la extensión que crea justa, estimando los he-
chos como faltas graves sólo para los efectos del
castigo.

Se condenó á I. G. B. á seis meses de arresto por
la deserción, y á otros seis también de arresto por rein-
cidencia en faltas graves, y accesorias.

Insulto á fuerza armada.—Embriaguez. (S. 11-11-07.;
ANTECEDENTES.—J. S. y A. M. se acercaron á

una pareja de la Guardia civil que asistía á un bai -
le público para mantener el orden y le ofrecieron
una danza pidiéndoles algún dinero, según parece
que es costumbre en el pueblo de Bonilla (Cuenca),
y como los guardias no aceptaran el ofrecimiento ni
la invitación, manifestando que no estaban para di-
vertirse, los procesados, que estaban embriagados,
insultaron á la pareja llamando á los guardias inde-
centes y sinvergüenzas.

DOCTRINA.—Considerando que el hecho proba-
do en esta causa constituye el delito de insulto de
palabra á fuerza armada, previsto y panado en el ar-
tículo 266 del Código de Justicia militar, del que
son responsables, en concepto de autores, los proce-
sados paisanos J. S. C. y A. M. B., siendo de apre-
ciar en su favor las circunstancias atenuantes de
embriaguez no habitual, escasa trascendencia del
hecho y la buena conducta anterior.

Se condenó á cada uno, como autores del menciona-
do delito de insulto de palabra á fuerza armada, á la
pe-na de seis meses y un día de prisión correccional y
accesorias.

Deshonestidad. (S. 13-11-07.)
ANTECEDENTES.—Se acusó á un teniente y á un

cabo de abusos deshonestos .
DOCTRINA. — Considerando que las pruebas

aportadas en esta causa no son bastantes á produ-
cir el convencimiento necesario para estimar acre-
ditada la culpabilidad de los procesados, primer te
niente de la Escala de reserva gratuita D y
cabo H. S. G.

Se absolvió á los procesados.

Estafa.—Depósito. (S. 14-11 07.)
ANTECEDENTES Y SENTENCIA.—El comandante

D. J. de la T. C. fue denunciado por D. F..-P. J.
por estafa.

El fiscal hizo constar que se otorgó un docu -
mentó privado entre ambos, por el cual recibía
en depósito una cantidad en billetes de 50, 25 pese-
tas y plata el comandante^ pero si le era reclamado
podía devolverlo en plazos de 50 pesetas mensuales,
es decir, que se daba carácter penal á una obliga-
ción civil.

Por la prueba practicada se comprendió que no
había tal delito de estafa y se absolvió al coman -
dante por el Consejo de guerra de oficiales genera -,
les, y el Consejo Supremo confirmó la sentencia.
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Estafa. (S. 4-12-07).
ANTECEDENTES.—El comandante D. M. G. L.,

en unión de otros, cedió por escritura pública, en
a.000 pesetas,, todos sus derechos á una herencia, y
dos años después otorgó una nueva escritura de ce-
sión.

DOCTRINA.—Considerando que los hechos pro
bados en esta causa son constitutivos de un delito
consumado de estafa, previsto y penado en el ar-
tículo 550 del Código penal, y que del mismo es
responsable, en concepto de autor, el procesado co-
mandante de Infantería D. M. G. L., sjn que sean
de apreciar circunstancias modificativas de respon-
sabilidad.

RESOLUCIÓN.—Se aprobó la sentencia del Consejo
de guerra de oficiales generales, y se le condenó á dos
meses y un día de arresto mayor y accesorias, entre ellas
separación del servicio.

Competencias. — Prófugos. — Desertores. (Sentencia
91207.)

DOCTRINA. —• Considerando que la Real orden
de 4 de Julio de 1906, dictando reglas para la apli-
cación á los prófugos de concentración, el Real de-
creto de indulto de 6 de Junio del mismo año esta-
blece que las competentes para dictar resolución en
cada caso, son las autoridades militares superiores
de la región á que pertenezcan los pueblos en que
los interesados fueran alistados.

RESOLUCIÓN.—Se declaró competente para conocer
de la instancia promovida por D. R. al capitán general
de la 7.a región, sin perjuicio de ulterior resolución, si
se declarase por dicha autoridad que se trataba, de un
desertor y no de un prófugo.

Malversación de caudales. — Abuso de autoridad.
(5. 10 12-07.)
ANTECEDENTES Y SENTENCIA.—El teniente co-

ronel de Carabineros D. A. V. S. dispuso que se
descontase la gratificación de luz y lumbre, impor-
tante 11 pesetas 89 céntimos, á unos jefes de pues-
to, tomando éstos las liquidaciones en que se daban
como percibidas las cantidades descontadas. Estas
fueron aplicadas al mayor gasto de combustible de
la Comandancia.

También se acusaba al teniente coronel de que
se presentó en la casa-cuartel, acompañado de va-
rias personas vestidas de paisano, ordenando con
voces que se vistiesen y pusieran los correajes y
practicasen instrucción.

Por el estudio de los hechos, el Consejo de gue-
rra de oficiales de Guerra, absolvió al procesado
con todos los pronunciamiento! favorables, y el
Consejo Supremo ratificó la sentencia.

Desobediencia.
M A R I N A

Servicio no de armas. (S. 8-3-07.)

ANTECEDENTES.—D. I. B., interventor central,
se negó á firmar unos libramientos. El ordenador

de pagos le manda que los firmase, á no ser que se
creyese en el caso de hacer uso del punto 6.° art. 8.8

del Reglamento orgánico de las Ordenaciones de
pagos del Estado. Contestó D. I. B. haciendo con-
sideraciones, pero no firmándolos.

El Consejo de guerra de oficiales generales le
condenó, por delito de desobediencia á superior en
asunto de servicio que no es de armas ni marinero,
penado en el art. 373 del Código Penal de la Mari-
na de Guerra, apreciando en su favor las circuns-
tancias atenuantes 3.a y 7.a del art. 13 de dicho
Código.

La Sala de Justicia aprobó ese fallo, que le con-
denaba á cuatro meses y un día de arresto militar
y con pérdida del tiempo de servicio durante la
condena, con arreglo al art. 48 de igual Código,
fundando la sentencia en el siguiente Conside-
rando :

DOCTRINA.—«Que la negativa de; procesado don
I. B. C. á firmar, como interventor que entonces
era en el Ministerio de Marina, los libramientos co-
rrespondientes á devengos por atenciones del De-
pósito Hidrográfico en el mes de Febrero de 1904,
no se fundó en defectos, ilegalidades ú otros servi-
cios de que los mismos libramientos ó las operacio-
nes por ellos representadas pudieran adolecer, y que
afectaran á los intereses ó derechos que, por razón
del cargo que desempeñaba, tenía B. la obligación
de defender, incurriendo en su virtad en el deli-
to de desobediencia, que define y castiga el ar-
tículo 273 del Código Penal de la Marina de Guerra,
si bien son de apreciar las dos circunstancias ate-
nuantes 3.a y 7.a del art. 13 de dicho Código, que
la sentencia también aprecia, y habida considera-
ción á lo que dispone el art. 17 del repetido Cuer-
po legal.»

Competencias. — Embarcaciones. — Sobreseimiento
provisional. (R. 19-4-07.)

DOCTRINA.—«Considerando que con arreglo á
los puntos i.° y 3.0 del art. g." de la ley de Or-
ganización y atribuciones de los Tribunales de Ma-
rina, esta jurisdicción, por razón del lugar, es la
competente para conocer de las causas que se ins-
truyan por los delitos ó faltas cometidas en las
aguas del mar, ó abordo de las embarcaciones mer-
cantes, bajo cuyo concepto, desde el momento en
que aparezca la comisión del hecho que afectan ó
puedan afectar caracteres de delito ó falta, realiza-
dos en los lugares referidos, es innegable que por ex-
preso mandato de la Ley, la jurisdicción de Marina
es la única competente para conocer de ellos, resol-
viendo en su día sobre el fondo ó sobre la forma lo
que fuere procedente, por los trámites que fíjala
Ley de Enjuiciamiento militar de este fuero

Considerando que, según tiene repetidamente
declarado el Tribunal Supremo, entre otros, en auto
de 2 de Diciembre de 1893, el sobressimiento pro-
visional no significa el término final de las actua-
ciones en que se dicte, pudiendo, en consecuencia,
abrirse de nuevo el procedimiento, siempre que
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aparezcan méritos para ello, como establece tam-
bién el art. 250 de la citada Ley de Enjuiciamiento
militar de Marina, y como el sobreseimiento dicta-
do por la Audiencia de Pontevedra á que se alude,
es precisamente provisional, se resuelve el disenso,
haciendo que se requiera de inhibición al Juzgado
de instrucción de Vigo.»

Insulto á superior,—Embriaguez. (S. 26-10-06.)
ANTECEDENTES.—Al cabo de mar de segunda

clase, J. P. B., que estaba, en unión de otros indi-
viduos, tomando buñuelos en una calle, se acercó
J. B. M., fogonero de segunda, en estado de em-
briaguez, y le provocó y llegó á sacar una faca con-
tra el mismo, de la que no hizo uso por habérsela
quitado un agente de la autoridad.

Agresor y agredido pertenecían á la dotación
del crucero Lepanto, pero no á la misma brigada.

DOCTRINA.—Considerando que los hechos per-
seguidos en esta causa constituyen un delito de in-
sulto á superior, previsto y castigado en el núm. 7.0

del art. 258 en relación con el 262 del Código Penal
de la Marina de Guerra, de que es responsable, en
concepto de autor, el procesado marinero fogone-
ro JVB. M., concurriendo la circunstancia atenuan-
te de embriaguez no habitual, se condena al J. B. M.
á la pena de un año de prisión militar menor y ac-
cesorias.

Lesiones.—Falta. (S. 28-1006).

ANTECEDENTES. —Hallándose fondeada una lan-
cha, vieron sus tripulantes que se aproximaba otra
sin gente sobre cubierta y que iba al garete, y te-
miendo que ocurriese algún percance, dieron vo
ees, y no teniendo contestación, tiraron algunas
piedras, una de las que, lanzada por C. R. R., hi-
rió en la cabeza á un muchacho, M. C , que había
quedado en la boca de la escotilla, mientras los de-
más tripulantes comían bajo cubierta.

DOCTRINA.— Considerando que de autos resul-
ta probado que las lesiones sufridas por M. C. in-
virtieron en su curación seis días, durante los cua-
les estuvo impedido para el trabajo, no siendo, por
tanto, constitutivo de delito el hecho que se persi-
gue; y sí una falta prevista en el caso 3.0 del ar-
tículo 605 del Código Penal común, de la que re-
sulta responsable, en concepto de autor, el proce-
sado C. R. R. '

Se condenó á la multa de cinco pesetas é indem-
nización de 10 pesetas y gastos de curación.

Lesiones.—Imprudencia.—Falta. (S. 16-1106).

ANTECEDENTES.—Navegando un vapor de pes-
ca, reventó un tubo de la caldera, ocasionando la
salida de gran cantidad de vapor, que alcanzó al
muchacho A. F., que se encontraba en la máquina,
y le produjo unas quemaduras que tardaron en cu-
rarse completamente dos meses y medio, sin que-
darle inutilidad ni deformidad.

El barco no llevaba maquinista, sino sólo fogo-
nero, que lo era el procesado G. L. G.: los tubos
estaban en mal estado, y á esto y á la alta presión
á que trabajaban, para la cual no tenían resisten-
cia, se debió el accidente.

La orden de salida la dio el patrón R. F . A.,
también procesado, sin que fuera el maquinista ha-
bilitado que figura en la tripulación.

DOCTRINA.—Considerando que el hecho de au-
tos constituye un delito de lesiones graves por sim-
ple imprudencia con infracción dé reglamento, de-
finido y penado en el párrafo 2° del art. 581 del Có-
digo Penal común, de cuyo delito resulta responsa-
ble, en concepto de autor, el procesado R. F. A.;

Considerando que los hechos que se imputan
al procesado C. L. G. no sorfeonstitutivos de de-
lito alguno, apareciendo responsable de la falta pre-
vista y penada en el núm. 3.0 del art. 605 del ex-
presado Código.»

RESOLUCIÓN.—Se condenó á R. F. A., como au-
tor del expresado delito de lesiones graves por sim-
ple imprudencia, con infracción de reglamento, á la
pena de un mes y un día de arresto mayor y acce-
sorias, sin que haya lugar á la declaración de res-
ponsabilidad civil, por la circunstancia de ser el le-
sionado hijo del responsable.

Se absuelve á C. L. G. y se le impone la multa
de cinco pesetas y reprensión por la falta.

Competencia.—Deserción. (5 . 16-11-06).

ANTECEDENTES.—La autoridad jurisdiccional
de Marina acordó inhibirse á favor del capitán ge-
neral de Galicia, por conceptuar que el soldado de
Infantería de Marina A, C. S. había cometido el de-
lito de deserción cuando dependía de la jurisdic-
ción de Guerra.

DOCTRINA.—Considerando que la Real orden
de Guerra de 30 de Abril de igoi determina con
carácter general que los expedientes de reclutas de-
sertores por no acudir á concentración al ser llama-
dos á filas deben instruirse por los cuerpos á que
sean destinados los reclutas, cuya Real orden, te-
niendo en cuenta el espíritu del Código de Justicia
Militar, es de aplicación al procedimiento origen de
la presente competencia, por referirse á un asunto
relacionado con el reclutamiento y reemplazo del.
Ejército.

Se declaró competente al capitán general del Depar-
tamento del Ferrol.

Sección legislativa

A T R A S A D A

Exhortos.—Ultramar.— Cónsules. (R. O. 29 r o í .
No publicada.)
La autorización que regía (Reales órdenes 21 9-

99 y 4-8 900), para que Guerra se entendiese direc-
tamente con los agentes consulares de España en
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las que fueron nuestras provincias ultramarinas, en
los asuntos de trámite que no exijan resolución es-
pecial del Ministerio de Estado, se declara que no
se extiende á los exhortos que hayan de evacuarse
por los cónsules ó autoridades insulares, pues estos
documentos habrán de cursarse por el Ministerio de
Estado.

Jueces militares. -Coches. (R. O. 31-1 01. No pu-
blicada.)

El juez instructor militar de guardia en la plaza
de Madrid, puede utilizar coches de alquiler de los
que se encuentren en la vía pública en casos muy
urgentes y de reconocida necesidad, aplicándose el
gasto al capítulo 12, artículo único, del presupuesto
de Guerra y justificándose con nómina y relación
formadas por el habilitado del material del Gobier-
no militar y visadas por el General gobernador.

Indulto.—Arresto.— Multa.— Electoral. — Imprenta.
—S/latrimonio.—Deserción. (R. D. 7-2 01. C. L.
del E, núm. 24.)

Se concedió el indulto con motivo del casamiento
de S. A. R. la Princesa de Asturias.

Artículo r.° Concedido indulto total de las pe-
nas de arresto y multa, cualquiera que haya sido la
legislación aplicada en la sentencia, y de la de re-
cargo en el servicio, impuesta con arreglo al Códi-
go de Justicia militar ó de la. Marina de guerra, así
como de la responsabilidad personal subsidiaria, por
insolvencia, excluyendo la correspondiente á la fal-
ta de indemnización á los ofendidos, á menos que
éstos la perdonaren.

Art. 2.0 Concedido asimismo indulto total:
i.° De las penas impuestas ó que pudieren im-

ponerse por delitos electorales y cometidos por me-
dio de la imprenta hasta la fecha de este decreto.

2.8 De las responsabilidades en que hubieren
incurrido las clases é individuos de tropa del Ejér-
cito y la Marina que' hasta la fecha de este decreto
hubiesen contraído matrimonio faltando á las pres-
cripciones reglamentarias, y de las que, en conso-
nancia con los artículos 293 del Código de Justicia
militar y 493 del Código penal común, hubiesen
contraído los párrocos por haber autorizado dichos
matrimonios.

3.0 Quedan también indultados los desertores
que no hubieren cometido otro delito, y que, no
habiéndose presentado ó sido habidos, ó no habien-
do sido sustanciados antes de la publicación de este
decreto, se acojan á los beneficios del mismo en el
plazo de cuatro meses, á contar desde esta fecha.

Prisión preventiva.—Abono de tiempo.—Clasificación
de las penas. — Aflictivas. — Correccionales.—
(R. O. C. 5-3-01, C. L. dal E núm. 102.)

De conformidad con lo informado por el Conse-
jo Supremo de Guerra y Marina en esta fecha, se

declaró que el cumplimiento de la ley de 17 de Ene-
ro último, publicada en la Gaceta di Madrid del si-
guiente día, relativa al abono de tiempo de prisión
preventiva en las causas criminales, comprende
también á la jurisdicción militar, y en su consecuen-
cia, resolver que para su aplicación se observen,
por las autoridades dependientes de este Ministerio,
las siguientes reglas:

i.a Para la aplicación del art. i." de la ley, los
tribunales militares tendrán en cuenta, por lo que
se refiere á la clasificación de las penas en aflicti-
vas y correccionales, la escala comprendida en el
artículo 26 del Código penal común, si en ¡a sen-
tencia se hizo aplicación de este Código, y en los
casos en que se aplicara el de Justicia militar, de-
berán estimar como aflictivas las penas que excedan
de seis años de duración, y como correccionales,
las que no pasen de dicho tiempo.

2.a Los preceptos del art. 2.0 de ley serán apli-
cados á los casos que el mismo dispone, y también
al arresto y prisión substitutoria de multa que es-
tablece el art. 210 del Código de Justicia militar.

3.a El abono de prisión preventiva es aplicable
á los reos de las faltas graves y leves que define el
expresado Código.

4.a Los auditores de guerra de los distritos y
comandancias generales, cuidarán de que por los
fiscales que actúan e i ellas se cumpla lo prevenido
en los arts. 4.° y 5.0 de la ley, y propondrán á la
autoridad judicial militar lo pertinente para que se
ejecuten dichos preceptos.

5.a La aplicación de los enunciados beneficios
se hará por los tribunales encargados de la ejecu-
ción de los fallos, aunque hayan sido dictados por
el Consejo Supremo de Guerra y Marina; y

6.a Las dudas que puedan ofrecerse en el cum-
plimiento de la citada ley se consultarán á este Mi-
nisterio.

Desertores.—Expedientes. (R. O. C. 30-4 01, C. L.
del E., núm. 93.)
En vista de lo consultado acerca de si los expe-

dientes de reclutas desertores por no acudir á con-
centración al ser llamados á filas, deben instruirse
por los cuerpos activos á que fueron destinados ó
por la zona de donde proceden; considerando que
en las zonas no debe quedar individuo alguno des-
pués de la concentración, y que más facilidad han
de tener los cuerpos activos, por.su numeroso per-
sonal para la tramitación de dichos expedientes,
que las zonas, en que aquél es escaso, y teniendo
en cuenta el espíritu del Código de justicia mili-
tar, se ha resuelto, con carácter general, que los
expresados expedientes se instruyan por los cuerpos
á que sean destinados los reclutas.

CORRIENTE

Defensor —Artículo 290, regla 3. a , dé la L de E. M.
de IV!. {Acordada del Consejo Supremo de 8 1-08,
R. O. 31 1-08, D. O. del M. de M., núm. 28.)
ANTECEDENTES.—En vista de las perturbado-
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nes que á juicio de una autoridad producía la apli-
cación de la regla 3.a del art. 290 de la ley de En-
juiciamiento militar de Marina, propaso que pudie-
ra el reo elegir defensor á cualquier oficial de la ca •
pital del Departamento ó de la localidad donde se
sustancia la causa, y cuando se nombrara de oficio,
pudiera serlo cualquiera de los destinados en el De
partamento.

DOCTRINA Y RESOLUCIÓN.—Se desestimó la mo-
ción fundándose en que esa reforma no puede ha-
cerse sino mediante una ley, toda vez que el artícu-
lo 5.0 del Código civil determina que las leyes sólo
pueden ser derogadas por otras leyes.

Reconoce también que, aun siendo factible la re-
forma, tampoco podía aceptarse, porque en la ma -
yoría de los casos aumentaría notablemente los
perjuicios al servicio militar y los dispendios del
Tesoro, que, con el mejor deseo, se querían evitar
en la citada moción.

Procedimiento criminal.—Sueldo.-—Oficiales. —Plena-
rio. (Acordada del Consejo Supremo de 9 1 908,
R. O. 24-1-08, D. O. del M. de M., núm. 30.)

ANTECEDENTES.—Fundándose en el art. 1Ü3 de
la ley de Enjuiciamiento militar de la Armada, que
preceptúa «que ¡os oficiales sometidos á procedi-
miento criminal percibirán sólo medio sueldo de su
empleo en actividad al elevarse la causa á plenario»,
instó un señor el que no debían sufrir descuento al-
guno los que seaa oficiales generales.

DOCTRINA.—El fiscal del Supremo dice:
«El art. 183 de la ley de Enjuiciamiento militar

de la Armada, dice en su párrafo i.°: «Los oficia-
les sometidos á procedimiento criminal percibirán
el sueldo entero de su empleo ó situación durante
el sumario, sin perjuicio de lo establecido en el ar-
tículo 244 de la misma ley», y en el inciso tercero
estatuye lo siguiente: «Al elevarse la causa á plena-
rio, todas las personas mencionadas en los dos pá-
rrafos anteriores (el segundo se refiere á individuos
subalternos de la Armada ó maestranza permanen-
te, cuando disfruten sueldo fijo igual ó mayor que el
señalado á los alféreces de Infantería de Marina),
cobrarán sólo medio sueldo de su empleo en activi-
dad». Como se ve, el mandato es claro, rotundo y
terminante, sin que su interpretación admita dudas
justificadas.-—El alcance de la locución «oficiales»,
es también perfectamente conocido, no sólo porque
ya lo fijó sabiamente el art. i.°, tratado 2.", de las
Ordenanzas generales de la Armada, al disponer
que «las clases de oficiales de-la Armada y su co-
rrespondencia con las del Ejército serán las siguien-
tes: «Capitán general de la Armada, Teniente gene-
ral, Xefe de Esquadra, Brigadier, Capitán de navio,
Capitán de fragata, Teniente de navio, Teniente de
fragata, Alférez de navio y Alférez de fragata», sino
por ¡o ordenado en el art. 65 del Código penal de la
Marina de guerra.—Este Cuerpo legal dispuso que
para los efectos penales se comprenderán bajo dicha
denominación (la de oficiales) los efectivos ó- gradua-
dos de las categorías relacionadas con los dos gru-

pos siguientes B Oficiales políticos militares.
Los asimilados á la categoría de Alférez, al empleo
más alto en cada uno de los cuerpos de Administra-
ción, Sanidad, Jurídico, etc., etc.—Basta, pues, la
lectura de los expuestos textos legales para demos-
trar cumplidamente que el ordenador de Marina de
primera clase D. Isidoro Bocio y Conesa está com-
prendido en la frase categórica «oficiales» para los
efectos de la legislación penal, y que, en su virtud,
estuvo bien sometido á la prescripción establecida
en el último párrafo del art. 183 de la ley de Enjui-
ciamiento militar de la Armada.—Es cierto, como
afirma el asesor general del Ministerio de Marina,
que dicho precepto concuerda exactamente con el
inciso segundo del art. 481 del Código de Justicia
militar y que, á pesar de ello, el art. 128 del Regla-
mento para la revista de comisario de los cuerpos y
clases del Ejército, aprobado por Real decreto de
7 de Diciembre de 1892, dispuso que á los oficiales
generales sometidos á causa que esté elevada á ple-
nario se les abonará el sueldo de cuartel, si por su
destino ó situación lo percibían mayor. Pero en
primer lugar dicho reglamento se aplica solamente,
como aquel funcionario reconoce, á los cuerpos y
clases del Ejército, y carece, por tanto, de eficacia y
virtualidad para los cuerpos y clases de la Armada;
y en segundo término es tan absoluto y preciso el
imperio del art. 183 de la ley procesal de la Arma-
da, que aleja la posibilidad de que prevaleciera algu-
na disposición emanada del Poder Ejecutivo, por
vedarlo lo estatuido en el art. 5.0 del Código civil,
que literalmente dice así: «Las leyes sólo se dero-
gan por otras leyes posteriores, y no prevalecerá
contra su observancia el desuso de la costumbre ó
la práctica en contrario.»

RESOLUCIÓN.—Que los oficiales generales de
Marina y sus asimilados cobrarán medio sueldo al
elevarse la causa á plenario.

Jornal.—Tributación.—Exención de tributación. (Real
orden 171 08, Gaceta del 31.)
Cuando en los Presupuestos generales del Esta-

do y en los Reglamentos dictados ó que se dicten
por el Gobierno para la ejecución de los servicios
de aquél, en sus distintos ramos, se fijen retribucio-
nes de trabajos que no sean de oficina, en el con
cepto de jornal, ya sea éste accidental, ya perma-
nente, las autoridades de Hacienda aplicarán siem-
pre á tales retribuciones la exención de tributo de-
terminada por la ley para todos los jornales.

6=9
Haberes.—Clases pasivas.—Impuesto de utilidades.

—Pensión. (R. O. 27-1 08, Gaceta del 31.)
i.° Deben considerarse comprendidos en la

exención del impuesto de utilidades establecida por
el núm. i.° del art. 9.0 de la ley de Presupuestos de
31 de Diciembre último todos los haberes que se
paguen con cargo al presupuesto de las Clases pa

¡ sivas del Estado y que no excedan de 500 pesetas
al año.

2." Dichos haberes deben estimarse, asimismo,
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exentos del impuesto de 1,20 por 100 sobre los
pagos,- y

3.0 Para la aplicación ó exención del impuesto
de utilidades debe tomarse siempre como base la
totalidad de cada pensión, aunque ésta correspon-
da á varios partícipes.

Presupuestos.—Estado Mayor Central. —Jurisdicción
en la Corte. (i?. O. 28-1-08, D. O. de M. nú-
mero 24.)
Dispone que durante el corriente año se abonen,

con cargo á los respectivos conceptos del capítulo
segundo, artículo único, del presupuesto, dos mil
quinientas pesetas á la Jefatura del Estado Mayor
Central y mil trescientas á la de la Jurisdicción en la
corte, para útiles de escritorio y demás gastos de
material.

ísesor del Ministerio de Marina.—Junta Superior de
la Armada. (R. O. 28-1-08, D. O. de M. nú-
mero 24.)
Como aclaración en lo preceptuado en el pun-

to 10 del art. 13 del Real decreto de 16 del corrien-
te sobre organización y funcionamiento de las de-
pendencias del Ministerio del ramo, dispone que
siempre que en la Junta superior de la Armada se
trate de los asuntos comprendidos en los pun-
tos i.°, 2.0, 3.0, 4.0 y 5.0 del art. 13 del mencionado
Real decreto, deberá asistir el Asesor general del
Ministerio, el cual tendrá voto en las deliberacio
nes; asimismo lo tendrá en las demás á que asista
para ser consultado, con excepción de aquellas en
que se trate de nuevas construcciones ó variación
de las existentes. Cuando en vez del Asesor general
asista á la Junta el teniente auditor de primera cla-
se de que trata el punto 10, sólo tendrá voz en las
deliberaciones.

En los casos de tratarse de asuntos comprendi-
dos en los puntos i.°, 2.0 y 5-.° del art. 13, y en las
de celebración de remates, asistirá, precisamente
como vocal, el intendente general ó un ordenador,
en cuyo caso sólo tendrá voz en las deliberaciones.

Expedientes.—Deterioro.—Inutilización,—Pérdidas.—
Material.—Ganado.—Efectos—Comandancias de
Guardia civil. (R. O. C. 29-1-08, D. O. de G. nú-
mero 24.)
En vista de los escritos dirigidos á este Minis

terio por el capitán general de la "segunda región y
director general de la Guardia civil, acerca de la
conveniencia de que se dicte una disposición acla-
ratoria que determine á qué autoridad corresponde
conocer en los expedientes que se instruyan sobre
declaración de responsabilidad é irresponsabilidad
y el derecho á resarcimiento por deterioro, inutili-
zación y pérdidas de material, ganado ó efectos en
funciones del servicio militar y fuera de ellas, y que
se defina si constituye unidad independiente para
los efectos del art. 37 del reglamento aprobado por
Real decreto de 6 de Septiembre de 1882 (C. L. nú-

mero 369)¡las comandancias de la Guardia civil
afectas á un mismo tercio; y teniendo en cuenta
que el expresado cuerpo depende de este Minis-
terio por lo concerniente á su organización per-
sonal, disciplina y material, y del de la Gober-
nación en cuanto á su servicio especial, percibo de
los haberes y acuartelamiento.

Considerando que el director general de la Guar-
dia civil ha de entender en todos los ramos del ser-
vicio é intervenir en ellos, según los casos, con
arreglo á lo que determina el reglamento militar de
dicho cuerpo, aprobado por Real orden de 29 de
Noviembre de 1871.

Considerando que, según preceptúa la Real or-
den de g de Enero de 1892 (C. L. núm. 12), el re-
glamento sobre resarcimiento por deterioro, inuti-
lización y pérdidas de material, sólo es aplicable á
la Guardia civil en lo que se refiere el art. 32 del
mismo. -

Considerando que en el art. 2°, cap. 26, del
presupuesto vigente existe consignada la cantidad
de 10.000 pesetas, por el concepto de «Para indem-
nizar á las clases y guardias por pérdidas sufridas
en función del servicio peculiar del instituto, dete-
rioro del vestuario y equipo y reintegro de las es-
tancias de hospital que causen las citadas clases y
guardias á consecuencia de heridas ó lesiones sufri-
das en encuentro con delincuentes ó criminales».

Considerando que las Comandancias de la guar-
dia civil son unidades administrativas independien-
tes, y que si bien la reunión de dos ó más de éstas
constituyen un tercio, mandado por un coronel que
ejerce el cargo de subinspector, las funciones que
éste desempeña es una inspección amplia respecto
á instrucción, orden interior, administrativo, eco-
nómico y servicio especial del cuerpo.

Considerando que en la distribución de las co-
mandancias las hay que, perteneciendo á un mismo
tercio, corresponden á distinta región, el Rey (que
Dios guarde) ha tenido á bien facultar al director
general de la Guardia civil para disponer la forma-
ción de expedientes de indemnización ó resarci-
miento por los motivos que se expresan en el con-
cepto por el que se consignan 10.ooc pesetas en el
presupuesto del Ministerio de la Gobernación para
las indicadas atenciones, debiendo en todos los de-
más casos cumplimentarse el reglamento aprobado
por Real decreto de 6 de Septiembre de 1882 (Co-
lección Legislativa, núm. 359), y demás disposicio-
nes dictadas con posterioridad.

Es al propio tiempo la voluntad de S. M. que,
para los efectos del art. 37 del citado reglamento,
se consideren unidades independientes las coman- !

dancias de un mismo tercio, cuando éstas presten
sus servicios en distinta provincia.

Seeeión vaciada

Un triunfo de Canalejas*
Día de gala en el Tribunal Supremo: Canalejas, el

abogado ilustre, de palabra elocuente y persuasiva, puso
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su talento y su cultura á la defensa de un reo condena-
do á muerte.

Sencillo al exponer, sincero al razonar, supo atraerse
la atención de un auditorio escogido que, pendiente de
los labios del tribuno ilustre, seguía emocionado aquel
discurso modelo de oratoria forense.

El caso: un crimen; las pasiones que desequilibran
cerebros, asaltan el de una mujer, quien hace á su es-
poso víctima de su acción infame. Pero el hecho ya no
se discute; objeto sólo es del debate la prescripción del
delito.

La ley penal, amplia de espíritu, no sujeta eterna-
mente al que delinque; el lapso del tiempo lava execra-
bles culpas, porque el legislador supuso que al delin-
cuente asaltarían remordimientos, quizá más eficaces
que la extinción de la pena misma, ó porque acaso pen-
sara fuese de orden público limitar la duración de las ac-
ciones; por esto el art. 133 del vigente Código penal de-
termina que el delito prescribe á los veinte años cuandp
la ley señalare la pena de muerte ó de cadena perpetua.

Habían transcurrido algunos años más de los que el
Código marca: la conciencia de ios delincuentes, aquel
mudo y pertinaz testigo de que el poeta hablara, les im-
pulsó á confesar y, terminado el sumario, celebróse, pre-
vios los trámites legales, el juicio oral.

La Audiencia provincial de Sevilla, visto el veredic-
to del Jurado, impuso á los confesos la pena de muerte;
contra esta sentencia recurrió el ilustre Canalejas, que
ocupó los estrados en unión de dos luchadores jóvenes
y animosos: Cañoto y Llaseras.

Las escuelas correccionalista y positiva marchan en
pugna con el concepto y apreciación del delito, no man-
tienen un criterio armónico en cuanto se refiere á admi-
tir en sus preceptos la prescripción de las transgresio-
nes del derecho, y nuestro Código Penal recoge, en aras
de principios de humanidad y de justicia, aquellos prin-
cipios que, garantizando á la Sociedad el castigo al de-
lincuente, ponen un término y un fin al ejercicio de la
acción penal.

Fiando en la garantía de la ley, su patrocinada con-
fesó el delito. Condenarla, equivaldría á desvanecer las
esperanzas que en aquella fundó, pues abrigó la seguri-
dad de que el delito había prescripto, porque si antes
de que el plazo transcurriera se practicaron gestiones,
éstas no interrumpieron la prescripción, no podían in-
terrumpirla. ¿Por qué? Porque no se entendieron las di-
ligencias con el denunciado, quien de ellas no tuvo no-
ticia oficial; porque ni se le emplazó, ni se le citó, ni se
le requirió, ni fue procesado. La jurisprudencia italiana
podía aclarar el texto de la ley española, y ponía el elo-
cuentísimo abogado á la consideración de la Sala otro
caso de prescripción: un pretor practicó gestiones, detu-
vo á un criminal, no dieron resultado aquéllas, y más
tarde se pretendió sacar partido de las mismas, para afir-
mar se había interrumpido la prescripción. No, dijo el
más alto Tribuna! italiano, no ha interrumpido, porque

las gestiones no se han practicado con las formalidades
de la ley rituaria, todo garantía, todo seguridad.

Y hablaba Canalejas, convencido, poniendo en su
palabra las notas que su temperamento de artista hace
vibrar, y marchando directo hacia su fin, lamentaba
amargamente que, quien confió en la ley, sufra ó pueda
sufrir sus rigores inexorables.

El triunfo ha correspondido al maestro. La Sala se-
gunda del Supremo Tribunal de la Nación, casó y anuló
la sentencia recurrida, y los patrocinados de Canalejas,
Llaseras y Cañoto, vuelven al seno de la Sociedad, am-
parados por la ley que castiga, pero también perdona.

Confesos de su culpa, arrepentidos de su acción, la-
vados por las amargas aguas del remordimiento, el pre-
cepto legal hoy les protege, y merced á su influjo, sen-
tirán, no la inquietud y la zozobra del castigo próximo,
pero sí la tortura íntima del mal causado, que regenere
su espíritu, purifique su alma y tienda su voluntad al
bien.

Náufragos de la vida, como dijo el maestro, la ley
que les inspiró confianza no les abandona, porque es
garantía y recoge en su seno las eternas máximas de lo
justo. Reos ayer y seres libres hoy, podrá inquietar su
sueño el recuerdo del drama, pero el despertar no pue-
de agobiarles el temor á una condena. Por eso si en sus
corazones curtidos por el remordimiento surge la grati-
tud eterna, debe ser la que profesen á Canalejas, maes-
tro en su oración, poeta en su discurso y en quien por
singular enlace se han unido la galanura, la flexibilidad
y la elocuencia de nuestros clásicos oradores.

MARIANO ALONSO BAYÓN.

Contra el duelo.
El Gobierno se propone presentar á las Cortes un

proyecto de ley por el cual se establece la acusación pú-
blica en los delitos por injuria y calumnia contra parti-
culares, se somete á nuevas sanciones á los duelistas y
se crean Tribunales de honor que diriman con laudos
obligatorios para los que á ellos acudan las cuestiones
en que deban intervenir.

El proyecto constará de tres partes.
En la primera se crean Tribunales de honor con fuer-

za legal para dirimir las cuestiones de honra. Cada con-
tendiente (ofensor y ofendido) nombrará dos represen-
tantes, y estos cuatro, reunidos, designarán un quinto,
que será el presidente. El Tribunal deliberará sobre la
cuestión sometida á su arbitraje y dictará su laudo, el
cual tendrá fuerza de igual manera que si fuese pronun-
ciado por un Tribunal de justicia.

En la segunda parte se penan con mayor dureza la
injuria y la calumnia contra particulares, sustituyendo el
actual procedimiento por otro mucho más rápido, eficaz
y severo. En este nuevo sistema se dará, probablemen-
te, intervención al Ministerio fiscal, previa denuncia del
interesado, convirtiendo así en delitos perseguibles de
oficio la injuria y la calumnia y evitando la lentitud que
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hoy lleva un proceso por aquellos motivos, al propio
tiempo que se anulan los gastos que eran originados al
particular con el nombramiento de abogado y procura-
dor y demás consiguientes.

En la tercera parte del indicado proyecto de ley, y
considerando que con los dos procedimientos antedi-
chos se garantiza por completo la honra individual y
se atiende á su preparación mejor que con el duelo, se
hace desaparecer este delito del Código penal y la es-
pecialidad de la pena contenida en los artículos 440 y si-
guientes del mismo, toda vez que ésta nunca se imponía
y aquél jamás era perseguido.

Las personas que, no obstante las disposiciones de la
nueva ley, se batan, serán castigadas como autores de
un delito de asesinato, homicidio ó lesiones, según los
casos.

Sección

Militares alemanes acusados.

Acaba de celebrarse á puerta cerrada en Berlín
el Consejo de guerra de oficiales generales consti-
tuido para juzgar al teniente general del Ejército
alemán Conde de Hohenan y al conde de Lynar,
oficial de la Guardia imperial, por ciertos hechos
que se les atribuyen.

El Conde de Hohenan, envuelto en su larga le-
vita de uniforme, con aire altanero y caballeresco,
«no hacía la impresión—dice un periódico—de que
fuera un hombre afeminado»..

Y, sin embargo, sobre este hombre de aspecto
marcial pesan las más graves acusaciones.

Su compañero, el Conde de Lynar, es de as-
pecto más delicado: usa bigotes á lo Guillermo II y
perilla á lo Napoleón III. También se dice de él
que es débil...

Treinta y siete testigos, casi todos soldados
del regimiento, desfilaron por delante del Consejo.

Se leyó el acta de acusación.
Y el Consejo se reunió á deliberar.
Su fallo ha sido el de condenar al Conde de Ly-

nar á quince meses de prisión y á absolver al
Conde de Hohenan por falta de prueba.

El Kaiser, como jefe supremo del Ejército ale-
mán, es el único que tiene el derecho de hacer que
un general comparezca ante un Tribunal de honor,
y pareciéndose ahora que el Conde Hohenan conti-
núa siendo culpable, á pesar de la falta de prueba,
ha mandado que sea juzgado por segunda vez, ci-
tándose ahora para que comparezca ante un Tri-
bunal de honor.

LICENCIADO VIDRIERA.

Sección de ppensa

Dejamos establecido el cambio con los periódi-
cos y revistas que nos han visitado y les agradece-
mos las frases con que saludan nuestra aparición.

** *

* En La Prensa, diario de la tarde, hemos teni-
do el gusto de Jeer las declaraciones que sobre el
problema financiero de nuestra Patria hizo el ilus-
tre ex-ministro de Hacienda D. Eleuterio Delgado
y Martín, y el admirable discurso que pronunció en
el Congreso.

La serenidad y la sensatez, presidsn el criterio
de tan distinguido hombre público, cuyas declara-
ciones llamarán la atención de todos cuantos se
preocupen de tan vitales cuestiones.

* En la Revista de Legislación Universal y de Ju-
risprudencia Española publica D. José Sanfeliú un
artículo sobre derecho internacional marítimo en
asuntos de libertad del comercio, buques mercan-
tes y nacionalidad.

* En El Foro Español considera ineficaz la re-
forma del art. 90 del Código Penal D. P. Otero, y
D. José Taverner tacha de ridiculas y absurdas la
formación de algunas diligencias sumariales y de la
pieza de responsabilidad civil en algunos casos.

* En la Revista Jurídica diserta D. Francisco
Oliete sobre el uso de la palabra Registro en la ley
Hipotecaria, por su variada significación.

* En El Procurador Español tratan del Arancel
los Sres. Puig de la Bellacasa y Vergés.

* La Gaceta de Tribunales estudia los juicios
ejecutivos menores de 500 pesetas.

Sección de noticias.

Nuestros- colaboradores.—Desde el presen-
te número figura entre los «especiales» el ilustrado te-
niente auditor de primera D. Isidro de Torrecilla Terán,
que nos ha honrado con un artículo que en otro lugar
publicamos.

Ten ien te fiscal del Consejo S u p r e m o —
Ha sido destinado, en la vacante del general Madariaga,
D. Juan Renter y Buxó, recién ascendido á coronel de
Infantería.

En la Academia General y en la de Infantería ha de-
mostrado sus dotes como profesor ilustrado.
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< Últimamente se hallaba en la Inspección de los Es-
tablecimientos de Instrucción é Industria militar, donde
reafirmó sus brillantes condiciones en cuantos asuntos
se sometieron á su informe.

. . Es una elección muy aplaudida.

El A l m i r a n t a z g o e n lo Contenc ioso .—
En el número anterior dimos cuenta de la vista.

La Sala tercera del Tribunal Supremo se ha decla-
rado incompetente para conocer en el pleito promovido
por D. Ramón Topete en solicitud de que se revocase
la Real orden del Ministerio de Marina, que declaró no
haber lugar á proveer el cargo de Almirante de la Ar-
mada.

C u e r p o J\;rídico-Mililar.—Ha sido destinado
á la Auditoría de la Capitanía general de la cuarta re-
gión el teniente auditor de segunda D. Manuel del Nido
y Torres.

J u r i s d i c c i ó n de Marina.—Han sido nombra-
dos: secretario de la Comisión creada para la redacción
del proyecto de ley modificando las leyes por que se
rige la jurisdicción de Marina, el auditor D. Cándido
Bonet y Navarro; secretario de la Dirección de Navega-
ción y Pesca Marítima, el teniente auditor de primera
clase D. Francisco Ramírez y Ramírez, y para la jefatu-
ra de Servicios auxiliares, el de la misma clase D. Jesús
Cora v Cora.

Ocz:

J u e c e s i n s t r u c t o r e s pe rmanen tes .—Se le
ha concedido el reemplazo al de la octava región, co-
mandante de Caballería D. Darío Fontela.

Contencioso- 'Admim'sLra t ivo . — Entre los
pleitos, incoados en la actualidad en la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo, están los siguientes:

D. Isidro García Castaño, contra acuerdo de la Ins-
pección general de las Comisiones liquidadoras del
Ejército de 15 de Octubre de 1907, sobre abono de
pluses en campaña.

D. Emilio Zaera Vázquez, contra acuerdo de la Ins-
pección general de las Comisiones liquidadoras del
Ejército de 25 de Octubre de 1907, sobre caducidad de
un crédito por haberes devengados.

Seeeión

D.a C. M. Q.—Recibidas las dos pesetas y el suple-
mento por la urgencia. i.a No tiene usted derecho á nin-
guna clase de pensión, por ser el nombramiento inferior
á 1.500 pesetas. 2.a Tiene usted derecho á dos pagas de
tocas. Por carta indicamos los documentos que nos ha
de remitir.

A los señores siguientes contestamos reservadamen-
te, como desean.

D. H. P. A.- D. J. C. G. D. J. A. L.-D. aM. N. P.
- D. C. F. de T. D. P. R. G.-D. T. de R.—D. C. F.
y D.a L. N. de P. de S.

El teniente D. J. P. O. ha quedado complacido, se-
gún cartas que les escribimos, fechadas el 3 y el 6 del
actual.

Tribunales de honor. .

Estando siguiéndose procedimiento judicial por un
hecho, ¿puede formarse tribunal de honor?

Contestación.—YA art. 720 del Código de Justicia Mi-
litar deja entrever que la acción de los tribunales de ho-
nor puede preceder, coexistir ó ser posterior á la de los
Tribunales de Justicia, pues funciona por separado.

El Consejo Supremo tiene sancionada esta doctri-
na. La última resolución de que tenemos noticias, es de
13 de Noviembre de 1907.

En favor de los suscripiores

A los suscriptores que pertenecen d regimientos, bata-

llones, comandancias, zonas, depósitos y cajas, nos es más

fácil pasarles el cargo que á otros, y esta razón debe tener-

se en cuenta para lo que sigue.

Los centros diados que sian\¡uscripicresy sus oficiales

pueden encargarles ios libros que rucesiiín comprar, cual

quiera que sea la clase, y los cuales les certificaremos.

La gestión para ¡a Hiscay envío del libro ó folleto es

absolutamente gratuita. El cargo que se le pase será úni- .

cántente por el precio de él y el importe del franqueo cer-

tificado.

Los demás suscriptbres quedarán servidos en igual for-

ma, pero tendrán qtie remitirnos el importe del envío.

Aun cuando esto representa un aumento de trabajo en

nuestra Administración, sin ningún rendimiento, lo hace-

mos gustosos en beneficio de individuos y cuerpos suscritos.

Con esta determinación quedan contestados los dos se-

ñores oficiales que nos preguntaron sobre unos libros.

lip El TfíiJajo- C-uznáv d Bvoto, JO, Madrid.


